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Y ¿dónde quedaron las nueces? 
Sobre el criterio supuestamente limitativo de la «Justicia»

para analizar la causal de necesidades de empresa
Hace poco menos de una semana nos topamos con un titular que causaba curiosidad en algunos, asombro, o 
derechamente desazón o malestar en otros. El titular señalaba que la justicia volvía a limitar (su criterio 
restrictivo) la causal de necesidades de la empresa.

Cualquiera que estuviere habitualmente relacionado con el derecho del trabajo ha comprendido y comprende 
que el estatuto de necesidades de la empresa, establecimiento o servicio requiere para su aplicación eficaz 
(y, en lo práctico, ante la revisión judicial) que este cumpla con ciertas exigencias. Una de ellas, y elemental 
pues, que el caso que motiva la decisión patronal aparezca fundado en hechos externos (e inimputables) de 
tal importancia que alteren ―o al menos se prevea que pudieren poner en riesgo― la continuidad material del 
giro o de los negocios que desarrolla una empresa si no se ejecuta esa medida. Así se sigue del texto del 
artículo 161 del Código del Trabajo y de los ejemplos que la norma entrega.

Así ha sido, sin más cambio que algunos matices, el criterio judicial en la materia.

El artículo periodístico, pese a su titular, no logra sin embargo desarrollar cuál sería el concepto tras la nueva 
limitación en la que incurriría la «Justicia». Acude a la sentencia de instancia y de nulidad ―la que acogió la 
demanda y aquella que rechazó el recurso de la demandada, respectivamente―, pero estos no hacen sino 
retratar la forma en que los juzgados laborales y la Cortes han ido fallando uniformemente sobre esta materia 
(sin ir más lejos, bastaría con revisar las sentencias dictadas por la Corte de Apelaciones de Santiago, rol N° 
146-2017 o por la Corte Suprema, rol N° 1.073-2018), sin modificar o hacer más restrictivo el criterio ya asen-
tado. Ese criterio jurisprudencial, dicho sea de paso, es también compartido por gran parte de la doctrina 
laboralista en Chile, siendo tanto la sentencia de instancia como el fallo de la Corte depositarios de esa tradi-
ción interpretativa.

Hasta ahí, entonces, no había novedad alguna.

Pues, el llamado que hacía el titular que parafraseé nos obligaba a agotar la revisión. Fue necesario, con el 
objeto de buscar ese criterio limitativo (que ya descartamos que tuviere algo de novedoso), analizar el conte-
nido de la carta de despido, de modo de advertir si hay o había algo ―tras el fallo de instancia o de la Corte 
de Apelaciones de Concepción que son el objeto de esa noticia― que nos permita justificar esa afirmación: 
fuere algo que pudiere estar escondido en el texto de las sentencias o que derechamente se hubiere omitido 
en el proceso de prueba o decisión en el juzgado o en sede de nulidad. 

No lo encontramos. Es más, en la carta de despido estaba el problema.

En un análisis puramente argumentativo, la carta ―por definición y vocación― debiere contar con toda la 
información necesaria para justificar la decisión más radical dentro de la relación de trabajo: el despido, 
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condición que no es advertida en su texto. Es, en términos simples, un relato que contiene una serie de hechos 
genéricos emparentados nominalmente con el uso de la causal, pero que resultan evidentemente insuficientes 
para tener por justificado el despido fuere de los extrabajadores demandantes, fuere de cualesquiera otros. En 
efecto, las enunciaciones son imprecisas, carecen de un detalle o información relevante y se transforman en una 
narrativa poco sustancial, limitándose a señalar que la medida sería fruto de los malos resultados financieros de 
años anteriores (sin especificar cifras, años, decrecimiento, pérdidas); los efectos del estallido social sobre la 
demanda de productos y los efectos sobre la construcción, habiendo disminuido la venta según proyecciones (sin 
siquiera entregar un número) o el aumento del precio del dólar. Es más, alude luego al saqueo de algunos locales, 
sin especificar siquiera si se trata de aquel en el que esos trabajadores prestaban servicios.

El estándar exigido a la carta permite a quien ejecuta la medida defenderla. Si la carta y sus fundamentos poco 
aportan o se limitan a fórmulas genéricas o tratan de asimilarse a un contexto global sin aterrizar en lo local, propio 
o particular, por seguro será ineficaz ante la revisión judicial, tal como ocurrió en este caso.

En tiempos donde, de cuando en vez, nos podemos sentir afectados por decisiones que parecen más activismo 
que actividad judicial, se puede estar más o menos tentado de deslizar la responsabilidad por un mal fallo en las 
convicciones, ideología o discurso que podría tener un juez o una jueza en particular o un tribunal y que materiali-
zará, más allá del derecho, en la sentencia. Sin embargo, este no es uno de esos casos.

Mucho ruido tras ese titular, pero ni rastro de las nueces.
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